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              1883


            



            	

              El 30 de octubre se firma el Tratado de Ancón, que pone término a la guerra entre Chile y Perú.


            

          




          

            	

              1884


            



            	

              16 de enero. Se promulga la Ley de Matrimonio Civil. El matrimonio religioso queda como un contrato privado.


            

          




          

            	

              1887


            



            	

              El 20 de noviembre se funda el Partido Democrático, desde el cual, posteriormente, se formará el Partido Obrero Socialista (POS).


            

          




          

            	

              1891


            



            	

              El 18 de septiembre, en la Legación argentina, se suicida el presidente José M. Balmaceda luego de la derrota en la guerra civil.


            

          




          

            	

              1902


            



            	

              28 de mayo. Tienen lugar los Pactos de Mayo entre Chile y Argentina. Se establece el compromiso de no inmiscuirse en asuntos internos y recurrir a un arbitraje neutral cuando no haya acuerdos.


            

          




          

            	

              1904


            



            	

              20 de octubre. Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Bolivia. Chile se queda con la provincia de Antofagasta y Bolivia obtiene libre acceso comercial y el ferrocarril que une La Paz con Arica.


            

          




          

            	

              1907


            



            	

              21 de diciembre. Se produce una matanza masiva de obreros huelguistas pertenecientes a oficinas salitreras de Iquique por parte de tropas del ejército.


            

          




          

            	

              1914


            



            	

              Ante el estallido de la I Guerra Mundial, Chile decide mantener una posición de neutralidad.


            

          




          

            	

              1919


            



            	

              27 de octubre. Chile ingresa a la Sociedad de Naciones.


            

          




          

            	

              1920


            



            	

              26 de agosto. Se promulga una ley que establece la instrucción primaria obligatoria destinada a incorporar a la educación regular a los sectores rurales.


            

          




          

            	

              1922


            



            	

              El 2 de enero se funda el Partido Comunista de Chile, que ingresa a la III Internacional. Previamente, se lo denominaba Partido Obrero Socialista, y fue fundado por Luis E. Recabarren en 1912.


            

          




          

            	

              1924


            



            	

              5 de septiembre. Se produce el golpe militar que determina que el presidente Arturo Alessandri se vaya a Argentina con permiso constitucional; éste volvió a Chile posteriormente para asumir la presidencia.


            

          




          

            	

              1925


            



            	

              0 de agosto. Se aprueba, a través de un plebiscito, la Constitución que reemplazó la de 1833, y se promulga el 18 de septiembre de ese año.


            

          




          

            	

              1929


            



            	

              3 de junio. Se firma el Tratado de Lima, que determina que Arica queda en posesión de Chile y Tacna de Perú. Esta situación estaba pendiente desde el Tratado de Ancón (1883).


            

          


        

      


    


  




  

    

      Las claves del periodo




      Baldomero Estrada Turra




       




       




       




       




      El paso del siglo XIX al XX, en el caso de Chile, implicó un conjunto importante de cambios en todos los niveles. Los cincuenta años analizados en este volumen muestran el significativo dinamismo que cobran estas transformaciones en relación con los años precedentes desde el momento de la independencia. Un análisis contextualizado de los acontecimientos internacionales revela también los significativos cambios que se produjeron en este ámbito durante este periodo; éstos se expresan de forma palmaria con la I Guerra Mundial, la emergencia de Estados Unidos como potencia mundial y la crisis económica de fines de la década de 1920. Por otro lado, durante este periodo se puso fin a los conflictos limítrofes con los países vecinos. Efectivamente, estos acontecimientos delinearon de modo importante el proceso evolutivo de Chile, tanto en lo político como en lo económico y en los consecuentes impactos sociales resultantes.




      La conducción política durante este periodo sufrió modificaciones importantes. El sistema político experimentó cambios fundamentales a través del tiempo, desde 1880 hasta llegar a comienzos de la década de 1930. De un sistema autoritario presidencial se pasó a un periodo de predominio de la oligarquía, apertrechada en el Parlamento, desde donde se impuso al Ejecutivo. Luego vino una etapa de transición, que tuvo como importantes protagonistas a los sectores medios emergentes y al ejército, cuyo papel fue decisivo en los cambios sustantivos que se produjeron a partir de 1920, cuando se eligió a Arturo Alessandri como presidente de la República. Un golpe de Estado puso término definitivamente al predominio de la oligarquía, y así lo plasmó una nueva Carta Constitucional, en 1925, que instauró un régimen presidencialista. Un proceso de ajustes vino luego, con un periodo de autoritarismo encabezado por el general Ibáñez, que sucumbió, en 1931, frente a la crisis provocada por la Bolsa de Nueva York, lo que dio paso a un breve periodo de anarquía, durante el cual se sucedieron diversos gobiernos de muy corta duración, para luego dar paso a un largo periodo de estabilidad de 40 años.




      La guerra civil vivida en 1891 marcó uno de los hitos importantes entre las transformaciones ocurridas en el país, y dio paso a una etapa que para algunos significó estancamiento y para otros un necesario proceso de transición y aprendizaje que facilitó la evolución a formas de participación más fluidas, a diferencia de las fórmulas autoritarias y revolucionarias que se dieron en otras sociedades americanas. El triunfo de las fuerzas parlamentarias puso fin al autoritarismo presidencial, y traspasó el control del poder al Parlamento, desde donde se ejerció su manejo de forma desordenada, inorgánica y sin un proyecto político o programa que predominara. Se trató de un proceso de pugnas entre facciones personalistas, sin idearios políticos claros, pero que no llegaron a confrontaciones mayores y permitieron acciones de desarrollo que, a partir de los nuevos recursos otorgados por las explotaciones salitreras, impactaron positivamente en la labor estatal y en la economía en general. Hubo, de alguna manera, un aporte al desarrollo, especialmente en consideración a las posibilidades existentes en cuanto a recursos y limitaciones, como también en relación al contexto internacional regional.




      La sociedad chilena evolucionó desde una fisonomía agraria a una urbana, y reveló en todo ese proceso los desplazamientos migratorios, el desarrollo industrial-urbano, una mayor concientización política y social, así como un significativo desarrollo institucional del Estado y otros organismos, como las fuerzas armadas y los partidos políticos. Empero, estos cambios no fueron uniformes y sí hubo diferencias importantes, y se produjeron algunas contradicciones, como por ejemplo la asincronía que mostró la estructura social, que se expresó en la denominada «cuestión social». Ésta fue la forma como se identificó el conjunto de problemas que afectaron a los sectores marginales, especialmente a los sectores obreros conformados por inmigrantes de zonas rurales, que tuvieron que enfrentar problemas sanitarios, de vivienda y de salarios reducidos para adaptarse a un medio desconocido y hostil.




      Las condiciones de vida de las familias conformadas por obreros revelan con las vicisitudes que enfrentaron, no siempre con éxito, lo difícil que era para ellos sobrevivir. Los indicadores demográficos son bastante elocuentes cuando se comparan con los de otras sociedades. Las tasas de mortalidad infantil, las epidemias, los elevados niveles de alcoholismo, la mala alimentación y las deficientes condiciones sanitarias en que vivían determinaban unos niveles de esperanza de vida muy bajos. La transformación económica que experimentó el país, como consecuencia de la explotación del salitre, incrementó de forma significativa el sector obrero conjuntamente con el desarrollo industrial de las ciudades más pobladas. La actividad minera fue, sin duda, un aporte importante para el desarrollo nacional, el cual se reflejó de manera elocuente en el crecimiento del aparato estatal y en el desarrollo de la infraestructura del transporte, simbolizado por el ferrocarril que unió longitudinalmente a Chile y propició el traslado de productos, así como el desplazamiento poblacional. No obstante, este impacto económico, para la mayor parte de la sociedad, implicó un cambio en la forma de sus condiciones de vida pero no trajo un mejoramiento de ellas, especialmente para los más desprotegidos.




      El afrontamiento de la cuestión social por parte de los conservadores no fue uniforme. Hubo sectores minoritarios que, desde la encíclica Rerum Novarum de León XIII, manifestaron su inquietud por los problemas sociales desde una perspectiva paternalista, como una obligación moral de asumir roles proteccionistas. Otro sector conservador, incluidos algunos miembros de la jerarquía de la Iglesia católica, ignoró los planteamientos del pontífice y desconoció el problema, argumentando que la «cuestión social» era un tema ficticio, importado por grupos de agitadores que pretendían cambiar un estado natural de la vida humana.




      Desde el Partido Radical emergieron voces con planteamientos diferentes, en cuanto a que los problemas sociales eran tareas que debía enfrentar el Estado en procura de aliviar los múltiples efectos que la pobreza generaba en la vida de los más desamparados. Las malas condiciones sanitarias en viviendas insalubres estimulaban las enfermedades y debilitaban a la población, que no disfrutaba de una alimentación apropiada para las tareas de gran desgaste físico que debía realizar diariamente.




      Por otro lado, la masificación del proletario favoreció el desarrollo ideológico de corrientes de izquierda, inexistentes a fines del siglo XIX, pero que para comienzos de la década de 1930 se constituyeron en una fuerza política importante dentro del espectro de la época, expresada en los partidos socialista y comunista, que aglutinaron a sectores proletarios, como también a algunos grupos mesocráticos emergentes, especialmente en lo relacionado con la dirigencia, como ocurrió en el caso del Partido Socialista. Desde estos sectores se incentivó la necesidad de ser protagonistas de los cambios que modificaran las condiciones oprobiosas en que se encontraban y, por ello, que era importante cuestionar el orden existente y propugnar cambios radicales teniendo al proletariado como agente del mismo.




      El cambio del sistema, desde mediados del siglo XIX, muestra la evolución que tuvo el proceso político a través de la estructuración del régimen de partidos políticos, que constituyó un eje importante en la consolidación del sistema democrático del país. El autoritarismo presidencial que caracterizó a los decenios presidenciales hasta 1860 dio paso a un régimen político con una mayor presencia partidaria. En una primera etapa, esta participación se limitó sólo a tendencias conservadoras y liberales en el interior de un grupo dirigente homogéneo, que se enfrentó durante un importante periodo de fines de la segunda mitad del siglo XIX por las funciones del Estado y su relación con la Iglesia católica.




      Sectores contestatarios, que procuraron acentuar las posiciones laicas y que tenían mayores inquietudes frente a los problemas sociales se marginaron del Partido Liberal en 1863 para formar el Partido Radical, que se constituyó en una nueva alternativa de expresión para los nuevos grupos medios que fueron apareciendo con el desarrollo urbano de la segunda mitad del siglo XIX. De este partido, posteriormente en 1887, surgió el Partido Democrático, con una posición más hacia la izquierda, que aglutinó a sectores artesanales, preocupados por la falta de representatividad que tenían los sectores populares, cuyos temas eran ignorados por la clase dirigente. Esta agrupación tuvo más bien una acción testimonial, por cuanto que su escasa representación poco podía influir en las decisiones que se adoptaban desde el Parlamento, y debió transar permanentemente en sus decisiones frente al control del aparato estatal y parlamentario de la oligarquía nacional.




      Frente al desencanto de la labor llevada a cabo por el Partido Democrático, un sector de sus miembros, desde las salitreras del norte, encabezados por Luis Emilio Recabarren, decidieron constituir una nueva expresión política desde las organizaciones obreras en procura de defender sus propias reivindicaciones. Nació así, en 1912, el Partido Obrero Socialista (POS), que fue aglutinando grupos progresistas asociados en movimientos laborales gremialistas de los principales centros productivos, que se manifestaban a través de diversas expresiones organizacionales, como sociedades al alero de la Iglesia católica, sociedades de resistencia, mancomunales y mutuales. Su expresión pública, en una primera etapa, se manifestó a través de la Federación Obrera de Chile (FOCH), desde donde lideraron la organización obrera y fueron consolidando una posición ideológica de izquierda, que finalmente terminó por identificarse con las posturas de la Internacional Comunista controlada desde la Unión Soviética; se transformó, en 1922, en el Partido Comunista de Chile. Con la aparición del Partido Socialista de Chile, en 1933, se estructuró el sistema de partidos chilenos en cuanto a su amplitud ideológica; en cuanto a las apariciones ideológicas nuevas posteriores, sólo merece mencionarse al Partido Demócrata, que se insertó en una posición de centro.




      El creciente desarrollo ideológico de la primera mitad del siglo XX constituyó una apropiada válvula de escape para el problema social, porque abrió una vía de expresión real que a su vez ofrecía posibilidades no sólo de participación, sino también de acceso al poder. La candidatura de Arturo Alessandri a la presidencia en 1920 fue una buena señal para los sectores populares por cuanto fue una expresión de apertura y de esperanza a nuevas alternativas. El mismo régimen autoritario de Carlos Ibáñez fue también expresión de un cambio en el escenario político, en relación con el periodo de predominio de la plutocracia.




      Las particulares características geográficas de Chile, que sufrió importantes transformaciones durante el periodo en estudio, con la incorporación del Norte Grande, el poblamiento de Magallanes y la ocupación de la Araucanía, acentuaron los grados de diferencias que afectaron a la sociedad chilena. Es una evidencia que uno de los grandes problemas, que aqueja hasta hoy al país, es la fuerte centralización poblacional. Igualmente lo es, también, el pronunciado centralismo político administrativo en desmedro de las regiones más apartadas, especialmente las que se encuentran en zonas extremas tanto al norte como al sur.




      La incorporación de estos nuevos territorios significó un desplazamiento poblacional, especialmente hacia el Norte Grande, por las posibilidades laborales que otorgó. En general, desde fines del siglo XIX, se acentuó un movimiento migratorio hacia los principales centros urbanos y zonas de explotación salitrera, que afectó mayoritariamente a jóvenes menores de 30 años, principalmente del sexo femenino. Las escasas posibilidades de las zonas agrícolas, así como las limitadas perspectivas para los jóvenes de este medio estimularon la emigración. La aparición de los medios de transporte y los atractivos percibidos en las ciudades, muchas veces magnificados, fueron también motivaciones que empujaron a los campesinos a dejar su medio y aventurarse en búsqueda de un nuevo destino en los emergentes centros urbanos. Para 1930, casi la mitad de la población se concentraba en ciudades (un 48 por ciento), y eran favorecidas aquellas que se encontraban en la zona central, especialmente Santiago, que, para esa fecha, reunía el 16 por ciento de la población nacional con un ritmo de crecimiento demográfico ampliamente superior a las restantes ciudades más importantes, lo que dejaba en evidencia que tal proceso iría en aumento.




      Debemos integrar este proceso de crecimiento urbano con todo el fenómeno de modernización que afectó a las principales ciudades en relación al resto del país. El desarrollo industrial, especialmente del sector alimenticio y textil, vinculado al aumento de la demanda, constituyó un factor importante de atracción —junto a los adelantos técnicos prodigados por la energía eléctrica—, que fue incrementándose con el correr de los años. La iluminación pública, los tranvías eléctricos y la pavimentación de las calles facilitaron el desplazamiento interno y por ende el crecimiento urbano. Se produjo así un crecimiento inorgánico por el desequilibrio entre las aspiraciones y las posibilidades reales de las ciudades, en cuanto a fuentes laborales y servicios públicos, en relación a la cantidad de habitantes.




      Sin embargo, el mercado laboral urbano no era estable, como tampoco lo eran los centros mineros. La fuerte dependencia de la economía del exterior, en cuanto a insumos, recursos y mercados, determinaba su extrema fragilidad frente a los avatares de la economía y la política internacional. Así lo demostró la I Guerra Mundial, al igual que la crisis de fines de la década de 1920.




      La guerra contra Perú y Bolivia, que se inició en 1879 y se prolongó hasta 1884, constituyó un acontecimiento fundamental en la historia del país, tanto en lo económico como en el devenir de las relaciones internacionales, así como en la estructuración de las fuerzas armadas. Chile vio incrementado su territorio en un tercio y obtuvo una riqueza que incidió notoriamente en el desarrollo social y en la intervención del Estado en acciones de servicio social a través de la educación y el mejoramiento de las infraestructuras. La guerra fue también un importante estímulo del sentimiento de nacionalidad y de un posicionamiento del país dentro del contexto latinoamericano, que se expresa en la importante imagen que tiene el chileno de su historia.




      El conflicto se insertó dentro de un complejo escenario en donde participaron otras naciones cuyos intereses estuvieron involucrados y, por consiguiente, su presencia se manifestó de alguna manera. Fue el caso de Inglaterra, cuyos capitales estaban comprometidos en créditos hechos a los peruanos y respaldados por bonos salitreros, por lo que la derrota de sus acreedores afectaba directamente sus inversiones, como también los intereses de súbditos británicos que operaban en la actividad minera. Ante tal situación, Chile debía reconocer el valor de los bonos salitreros y su vigencia, lo que determinó que la explotación del salitre quedara en manos de los ingleses, por lo que el país se benefició por el pago de impuestos por exportación, que constituyeron un significativo aporte al erario nacional. Estos ingresos extraordinarios llegaron a representar, en determinado momento, el 50 por ciento de los ingresos estatales, aunque por su inestabilidad y la falta de previsión ante situaciones futuras no prodigaron todos los beneficios que debieron entregar. Uno de los problemas que se presentaron fue que estos ingresos pasaron a reemplazar ingresos ordinarios, como ocurrió con la tributación, que afectaban fundamentalmente a los sectores más acaudalados. Se consideró innecesaria esta fórmula de recaudación y se estableció una política que tendió a la abolición de impuestos sobre la renta y las propiedades. Es decir, parte de los ingresos del salitre sólo reemplazó a los aportes proporcionados por los grupos oligarcas, con lo cual se perdió la oportunidad de incrementar los aportes fiscales en beneficio del desarrollo nacional.




      Al terminar el conflicto limítrofe, el Estado chileno volvió su mirada al sur del país para enfrentar el conflicto con el pueblo mapuche, que ejercía el control de un extenso territorio entre los ríos Biobío y Toltén, que se interponía entre la zona central y la zona colonizada por los europeos, especialmente por los alemanes. Los levantamientos indígenas en 1881 fueron sofocados y, para 1883, el sometimiento indígena era generalizado: el Estado chileno tenía el control de la situación e inició el reparto de tierras y la construcción del ferrocarril en dicha región.




      Por otro lado, la agricultura cedió terreno como recurso productivo en lo que se refiere a la producción de trigo. En general, la producción cerealera había sido un sector importante para el comercio exterior pero, para comienzos del siglo, no sólo perdió su condición de producto exportable, sino que además su producción no era capaz de abastecer los mercados nacionales, por lo que se debió recurrir a las importaciones. Algunas plagas afectaron, ocasionalmente, la producción; asimismo, la aparición de nuevos productores desde la segunda mitad del siglo XIX —como Australia, Canadá y Estados Unidos— inhibió el desarrollo agrícola. Para comienzos del siglo XX, aunque se advierte un desarrollo de la agricultura en general, la producción de cereales se vio afectada negativamente.




      El proceso vivido por la agricultura se vincula íntimamente a la distribución de la propiedad, por cuanto existía una exacerbada concentración de ella en muy pocos propietarios. A comienzos del siglo XX, el 75 por ciento de la tierra agrícola pertenecía a grandes hacendados y, por otro lado, los minifundistas, que representaban el 60 por ciento de los propietarios, poseían apenas el 1,5 por ciento de la propiedad rural. Para entonces, se identificaba a Chile como el país de mayor monopolización de la tierra agrícola en el mundo.




      Por su parte, la industria tuvo un buen estímulo como consecuencia del desarrollo salitrero. El sector metalmecánico fue notoriamente estimulado por la minería, como también por el desarrollo del ferrocarril. Muchas fundiciones aparecieron con gran capacidad técnica. Su capacidad productiva iba desde las herramientas de las labores mineras a carros ferroviarios, locomotoras y barcos. Sin embargo, la fuerte dependencia que tuvieron de los avatares de la industria minera y del desarrollo ferroviario determinó que fuera una industria dependiente e inestable, lo que impidió que se transformara en un polo de desarrollo. En general, la industria se vio negativamente afectada por la I Guerra Mundial, pero luego se produjo un vuelco por cuanto las limitaciones a las importaciones estimularon la producción nacional, especialmente la industria alimenticia y en general la de los artículos de consumo.




      La estructura económica del país sufrió evidentes modificaciones y avatares a través de los años que aquí se tratan. La crisis de 1873 afectó seriamente a la economía nacional, y provocó que, al final de la década, el gobierno adoptara el papel moneda ante la escasez de metálico, ya que era la única manera de salvar a los bancos. Con el aumento de circulante se pudo financiar la guerra, que trajo, con la incorporación de la riqueza salitrera, mayores recursos, lo que provocó una discusión interna respecto a la manutención del papel moneda o el regreso al patrón oro. Luego de reiterados intentos fallidos por retornar al patrón oro, esto se hizo en 1897, pero sólo durante un año, ya que el país se vio en la obligación de volver al papel moneda, lo que generó una creciente inflación que provocó una crisis en 1907, luego del terremoto en Valparaíso (1906), cuando el índice de precios al consumidor aumentó en un 34 por ciento en el año. Paralela a la inflación se producía también una depreciación del tipo de cambio. Para 1906, el peso se cotizaba a 14,4 peniques y en 1909 a 9,6 peniques. La recuperación de la economía para 1910 se expresó en ambos indicadores, ya que la inflación para ese año fue del 6 por ciento y el peso se cotizaba a 10,8 peniques. En este año se retornó al patrón oro. Cabe señalar que los valores se expresan en peniques británicos por cuanto, en la época, se operaba de acuerdo a las cotizaciones de Londres.




      La crisis económica de 1907 se expresó también a nivel social en el levantamiento de los trabajadores del salitre en procura de mejores condiciones, que tuvo un dramático desenlace con la muerte masiva de trabajadores en Iquique, donde fueron masacrados por tropas del ejército por orden presidencial. El movimiento obrero sufrió un duro golpe con este acontecimiento, del cual le costó levantarse, pero fue también un estímulo para darle un carácter más ideológico. A fines de la década de 1910 se produjeron violentos incidentes y manifestaciones en protesta por los efectos de los elevados índices inflacionarios; éstas fueron lideradas por la Federación Obrera de Chile, que dependía del Partido Obrero Socialista y de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile. En 1919 se realizó una gran concentración en Santiago, que reunió cerca de 100.000 personas frente al Palacio de La Moneda. Éste fue el ambiente que respaldó la elección de Arturo Alessandri en 1920. Para entonces, la inflación era sólo uno de los problemas, ya que se había producido también una pronunciada recesión unida a un crecimiento del desempleo. La caída de los ingresos fiscales como consecuencia del deterioro del comercio exterior, especialmente del salitre, provocó un déficit fiscal que no pudo cubrirse con créditos externos; el Banco de Chile tampoco estuvo dispuesto a ir en ayuda del Estado, lo que obligó a recurrir a la emisión de circulante. Las consecuencias se hicieron sentir drásticamente en los sectores obreros.




      La presidencia de Arturo Alessandri abrió muchas expectativas para quienes propugnaban cambios sustantivos en las políticas gubernamentales. Sin embargo, sus esfuerzos fueron estériles y sólo luego de la intervención del ejército se produjeron modificaciones relevantes en todos los planos. Para los obreros se tradujeron en leyes protectoras y para el país, en general, en un mayor ordenamiento de la economía, como consecuencia de la traída de la Misión Kemmerer desde Estados Unidos, que se manifestó con la creación del Banco Central y la Contraloría General de la República, entre las medidas más importantes que propusieron. Fue un periodo de reformas estatales; asimismo, tuvo lugar la aparición de una importante manifestación del desarrollismo por parte de los militares.




      La guerra contra Perú y Bolivia dejó también en evidencia las graves carencias que presentaban las fuerzas armadas de Chile, especialmente el ejército. Surgió como resultado la promoción de un programa de profesionalización, que se apoyó en la contratación de asesores prusianos para que reestructuraran la institución y le dieran un carácter más profesional, acorde a los principios institucionales desarrollados en Europa. Fue por esto por lo que se trajo al coronel prusiano Emil Koerner en 1886, quien encabezó una misión orientada a «prusianizar» el ejército chileno. Se duplicaron los recursos económicos y se ampliaron las plazas; esto estuvo motivado fuertemente por la posibilidad de un enfrentamiento con Argentina, con la que se agitaron las relaciones en torno a problemas limítrofes. Muchos de los oficiales chilenos viajaron a perfeccionarse a Alemania, y trajeron de regreso una nueva idea de lo que debía ser la percepción de la guerra, y le otorgaron a ésta un carácter científico.




      Como una forma de capacitar a la población se estableció en 1900 el servicio militar obligatorio, que afectó fundamentalmente a los sectores agrícolas, los cuales tuvieron por esta vía una nueva alternativa para adquirir una mayor instrucción y generarse nuevas expectativas en otros lugares. El servicio militar permitió a los jóvenes campesinos conocer otras realidades distantes, en donde pudieron independizarse laboralmente luego de terminada su obligación militar.




      La profesionalización del ejército fue también una forma de lograr la institución una mayor independencia de la clase política, ya que su presencia se había manifestado históricamente de forma desmedida y abusiva. Los ascensos de los oficiales habían dependido estrechamente de los vínculos políticos sin consideraciones de las correspondientes calificaciones militares de los afectados, lo cual generaba lazos de dependencia de la oficialidad hacia la oligarquía. La participación del ejército en el golpe de Estado en 1924 es una palmaria evidencia de la independencia que logró la institución y su postura crítica frente al modo de actuar de la clase dirigente. Un reconocimiento externo al nivel logrado por el ejército lo entregaron las diversas misiones de oficiales que concurrieron como instructores a otros países de Europa. Igualmente, numerosas delegaciones de cadetes militares y navales acudieron a formarse en las casas matrices militares y navales chilenas.




      Si bien el conflicto con Perú y Bolivia terminó en 1884, la situación mantuvo un ambiente tenso durante un largo periodo, especialmente con Perú, con el que quedó pendiente la pertenencia de las ciudades de Tacna y Arica; este conflicto primitivamente se soslayaría a través de un plebiscito poblacional que finalmente nunca se efectuó, ya que se decidió como solución, en 1929, que Chile incorporara Arica y Perú retuviera Tacna.




      Paralelamente, Chile tuvo que enfrentar una relación compleja con Argentina por problemas limítrofes que venían arrastrándose desde antes. La fragilidad de la situación con todos sus vecinos y la errónea evaluación que se hizo sobre los territorios en disputa dieron como resultado una transacción por parte de Chile, que debió ceder territorios significativos a Argentina, con lo cual se evitó una guerra de inciertos resultados en virtud de las fuerzas militares que poseían ambos países. Se estableció así la paz con los vecinos, en 1902, lo que eliminó un foco de conflicto, y se estableció como árbitro frente a futuros conflictos a Eduardo VII. Cabe consignar, en todo caso, que los argentinos vieron este resultado como un revés para sus aspiraciones.




      Ante la I Guerra Mundial, el país optó por mantenerse neutral, postura que sólo unas pocas naciones eligieron (Argentina, México, Paraguay) ya que la mayoría se plegó a Estados Unidos cuando éste, en 1917, se incorporó a la guerra junto a Gran Bretaña. Se establecía así un principio permanente de la Cancillería en torno a la no intervención en materias conflictivas que afectaran el orden interno de otros países. Esta postura cuestionaba la doctrina Monroe sostenida por Estados Unidos.




      El triunfo de Estados Unidos en la I Guerra Mundial lo posicionó como la potencia occidental emergente en desmedro de Inglaterra, especialmente en lo relacionado con América Latina. Pasó a ser un referente como autoridad en los conflictos regionales. En las disputas producidas por la soberanía de Tacna y Arica, se designó a Estados Unidos como árbitro en el proceso del plebiscito que debería haberse efectuado para zanjar la disputa de acuerdo al tratado firmado entre Perú y Chile.




      La influencia europea se manifestó en diversos planos. La decisión de privilegiar el modelo alemán acogido por los militares se dio también en la formación de profesores y en la enseñanza de los liceos. Se trajeron formadores docentes desde Alemania, como también muchos de los maestros chilenos viajaron a Alemania con el fin de adquirir destrezas educacionales para impartirlas en Chile.




      En el uso del vestuario de la época y la comida refinada lideraron, sin duda, los franceses. Los continuos y prolongados viajes que hicieron los miembros de la plutocracia santiaguina a Europa, como parte de la educación familiar, dejaban como testimonio no sólo el dominio del idioma, que predominaba en los ámbitos diplomáticos, sino también los usos y costumbres, especialmente los relacionados con los hábitos de alimentación y el vestuario de la aristocracia francesa. La construcción de imponentes palacios, el uso de carruajes con pajes, la lectura de escritores franceses, era parte de todo este conjunto de elementos constitutivos de la idiosincrasia de la oligarquía nacional. Nuestros parques y plazas públicas y jardines privados acogieron también los dictados de la estética francesa.




      La ciudad de Valparaíso, por su parte, liderada por una emergente burguesía mercantil, se identificó de modo natural con los británicos, quienes controlaban el quehacer económico de la bullente ciudad-puerto. Los alemanes seguían en importancia a la colectividad inglesa, tanto en su presencia en la actividad económica como en su relevancia social. Diversas organizaciones sociales, culturales y educacionales concentraban parte importante de la vida pública de la ciudad.




      Hacia fines del siglo XIX, pese a los elevados índices de analfabetismo, proliferaron los periódicos, que no sólo llevaban noticias del país y del mundo sino que también distribuían, en capítulos, obras de literatura de los más sobresalientes escritores de la época. Para el público analfabeto se incorporaron, luego, otros mecanismos, como las revistas con material gráfico. La difusión de diarios y revistas de variados temas era impresionante en relación a la población y a sus características culturales y educacionales. A finales del siglo XIX, más de 50.000 ejemplares de periódicos se distribuían diariamente en Santiago y poco menos de la mitad de esa cantidad en Valparaíso.




      La incorporación de los sectores medios se manifestó también en los ambientes culturales, y se hizo notar notar a través de su acerba crítica frente a los problemas que afectaban entonces al país. La celebración del centenario de la independencia de Chile fue un hito importante a este respecto. Aparecieron diversos escritores, muchos de ellos con discursos nacionalistas de diversos matices, que se plantaron frente a las desigualdades sociales, la presencia económica extranjera, la indolencia de la clase dirigente y la desidia general de la sociedad.




      El desarrollo educacional fue sin duda uno de los logros evidentes que se consiguió desde el Estado. La educación elemental tuvo un gran impulso a través de la creación de escuelas, liceos y universidades. Al mismo tiempo, hubo una preocupación por ampliar el espectro social en el acceso a la educación y procurar su beneficio, aunque para ello hubiera que aplicar métodos coercitivos como la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria de 1920, destinada especialmente a los sectores campesinos, con un elevado ausentismo escolar, que estaban poco interesados en enviar a sus hijos a la escuela por cuanto les resultada más redituable, desde su perspectiva, el incorporarse a las tareas productivas desde niños. Los resultados conseguidos son elocuentes al respecto, ya que para la década de 1860 la población escolar era sólo del 1,3 por ciento para elevarse al 10,5 por ciento en 1920, cifra que fue incrementándose posteriormente, luego de superada la crisis de 1930.




      El desarrollo de la tecnología trajo luego la radio, que irrumpió de forma extraordinaria como medio de difusión y de entretenimiento. La electricidad proveyó de mayores atractivos a la vida nocturna, y aparecieron diversos focos de atracción como los salones de baile con nuevos ritmos, revolucionarios para la época. También surgieron los cabarets, que tenían como modelo a los espectáculos estadounidenses. Las plazas, parques y avenidas se iluminaron, e invitaban a disfrutar de la noche.




      Similar impacto provocó el biógrafo (denominación que se le dio al cine en Chile en la época), que pronto superó al teatro y se difundió rápidamente por todo el país, lo que provocó también una gran preocupación sobre su moralidad desde sectores conservadores, que veían en las proyecciones una fuente de propagación de la inmoralidad y de atentado al pudor social. El cine integró una realidad distante, y permitió que todos los sectores sociales accedieran a los acontecimientos internacionales e incorporaran a sus sueños las proyecciones de la producción «hollywoodense».




      Al desarrollo educacional y la emergencia de grupos medios se unió la aparición de la mujer de forma más activa en diferentes instancias, que asumió un papel más protagónico y contestatario. Desde los sectores plutócratas aparecieron círculos intelectuales, desde los que se denunció su postergación histórica. Las universidades fueron abriendo sus puertas a profesionales mujeres y la educación primaria fue también incrementando las posibilidades para las mujeres. Desde los sectores populares aparecieron organizaciones laborales reivindicativas, no sólo desde su condición de trabajadoras, sino también desde su género. La legislación dio algunos pasos y recogió algunas reclamaciones que tendían a entregar mayor autonomía a la mujer, que dependía legalmente de su cónyuge en todo lo que tenía relación con el manejo de su patrimonio, como también en cuanto a la tutela de sus hijos. Un símbolo de emancipación y reconocimiento ciudadano a la mujer vino con el derecho a sufragio, en los comicios municipales, en 1931, que pudo ejercer en las elecciones de 1935.
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      Dividiremos el capítulo en tres partes en consideración a las transformaciones que advertimos para cada uno de esos periodos, especialmente el plano político, pero también como efectos de los cambios sociales que tuvo el país. El periodo que va desde 1880 hasta 1891 se inserta, por la historiografía nacional, dentro de uno más amplio, que se caracteriza por el régimen portaliano que surgió con la Constitución de 1833. Este régimen se identificó por el autoritarismo presidencial apoyado en una aristocracia terrateniente de raíces coloniales que, según Góngora, se sujetaba al gobierno por su propio interés en el orden público. Sin embargo, la evolución social que experimentó esta aristocracia a través del tiempo se evidenció de forma pronunciada luego de la Guerra del Pacífico, cuando se hace más nítida la presencia de otros sectores plutocráticos procedentes del desarrollo de la minería, el comercio, la industria y las finanzas. Se trata de los efectos de la transformación capitalista del medio, que repercutió en los diversos grupos que surgieron del desarrollo económico experimentado por el país y que comenzaron a mostrar interés por participar de una forma más activa en los asuntos públicos. Efectivamente, el periodo que transcurre entre la Guerra del Pacífico y la guerra civil de 1891 marcó un periodo de quiebre del régimen portaliano para dar paso al parlamentarismo.




      La segunda parte corresponde al periodo parlamentario que, aunque en estricto rigor llega hasta 1924, lo hemos acotado hasta 1920, ya que nos parece relevante la aparición de Arturo Alessandri como figura que anuncia un cambio importante en el escenario político, en cuanto a la representación de la emergencia de un nuevo sector social como actor decisivo en la política nacional. Este periodo, que transcurre en 30 años, es considerado estéril por muchos historiadores. Sin embargo, por otros estudiosos es apreciado como un periodo de aprendizaje que posibilitó un apropiado tránsito a la democracia, que constituyó una etapa de ejercicio del poder por la oligarquía, pero que, al mismo tiempo, creó un ambiente de fortalecimiento tanto de las organizaciones obreras como de los sectores medios. Éstos, posteriormente, dinamizaron la estructura del sistema de partidos que emergió a partir de la década de 1930, cuyas bases representativas fueron las que sostuvieron el sistema democrático durante cuarenta años. El carácter estático que manifestó el sistema durante el parlamentarismo fue la expresión rezagada de la evolución política, en discordancia con el proceso social de mayor madurez, que tuvo que esperar incluso al paso de una experiencia militar para poder consolidarse. En todo caso, queda en evidencia una cierta monotonía de este periodo, en cuanto a que su extensión cronológica de 30 años, temáticamente, se equipara tanto a los 10 años precedentes como a los que vienen a continuación.




      La última parte corresponde al periodo comprendido entre 1920 y 1930, que caracterizamos por la emergencia de la clase media, expresada en la aparición de Arturo Alessandri en el escenario político. Su estilo rompió con el prototipo del gobernante oligárquico y significó la incorporación más activa al ámbito político de nuevos sectores sociales que lo apoyaron con fuerza en su campaña electoral, pero que luego, ante la frustración de no ver plasmadas sus aspiraciones, recurrieron a los militares en procura de los cambios esperados. La participación de los militares de forma institucional es, en gran medida, la expresión de un movimiento mesocrático que testimonia los cambios internos que afectaron a las fuerzas armadas —en especial al ejército— como consecuencia de la masiva incorporación de nuevos sectores sociales que fueron superando a los primitivos grupos dependientes de la oligarquía tradicional. Durante esta etapa se generó la Constitución de 1925, que significó una positiva reforma del Estado.




      Este último periodo de diez años transcurre desde el gobierno de Alessandri, que termina de forma muy accidentada su periodo, hasta la dictadura de Ibáñez, quien sucumbe ante la crisis económica de fines de la década luego de poner en práctica los mecanismos de control y persecución de un régimen autoritario, lo que advirtió a los políticos de los peligros que entrañaban tales alternativas.




       




       




      Periodo de entreguerras (1880-1891)




       




      Podemos considerar la década de 1880 como la transición entre el sistema presidencialista, identificado con el autoritarismo portaliano, y el parlamentarismo a la chilena —que se caracterizó básicamente por las fuertes atribuciones que poseía el Parlamento y que entrababan la gestión presidencial—, que nada tenía que ver con el sistema político parlamentario propiamente dicho, como el existente en Inglaterra, en donde se podía disolver el Congreso, cosa que no era posible en Chile. Efectivamente, las disputas entre el Parlamento y el Ejecutivo y los progresos logrados por las Cámaras de Representantes en su beneficio evidencian la evolución del sistema que terminó con la guerra civil de 1891 y que se tradujo en el triunfo del «parlamentarismo».




      El periodo presidencial de Domingo Santa María (1881-1886) debió enfrentar, conjuntamente con la guerra contra Perú y Bolivia, serias disputas que surgieron como consecuencia de las fuertes presiones partidarias por incrementar su poder en el escenario político y de los conflictos por las denominadas «cuestiones teológicas» que enfrentaban al Partido Conservador, defensor de la participación de la Iglesia católica, con diversos grupos liberales que propugnaban un Estado laico con prescindencia de las instituciones religiosas.




      Terminada la Guerra del Pacífico, el frente bélico se desplazó hacia el sur, en donde se había mantenido una situación conflictiva permanente con el pueblo mapuche, sin que se lograra imponer el Estado chileno en el control de los territorios ocupados por los indígenas. En 1880 se produjeron importantes incursiones mapuches a pueblos como Traiguén y Vega Larga que, para 1881, cuando las tropas chilenas establecieron una cadena de fuertes, se incrementaron. Una división de 1.746 hombres en armas a cargo del propio ministro del Interior, Manuel Recabarren y Aguirre, junto al comandante Manuel Ruminot, jefe del Estado Mayor, fueron los encargados de iniciar esta campaña de sometimiento indígena conocida como «pacificación de la Araucanía», desde la ciudad de Angol. La cadena de fuertes-ciudades fue construida al paso de la expedición. La presencia mapuche dominaba un extenso territorio comprendido entre los ríos Biobío y Toltén, que separaban el Chile central con la región sur, que había sido colonizada por alemanes. Se trataba de una zona rica por sus posibilidades tanto agrícolas como también forestales. El diario El Mercurio de Valparaíso se refería a la presencia indígena sosteniendo que «eran universalmente reconocidos los beneficios que nos traería arrancar del mapa de Chile ese odioso parche que desde la organización de la república ha venido afeándola con mengua, no sólo de intereses materiales de gran valía, mas también con detrimento del prestigio moral de la soberanía del Estado». Paralelamente a lo que se hacía en Chile, al otro lado de la cordillera, el ejército argentino, al mando del general Julio A. Roca, había realizado una similar misión de sometimiento. La huida de parte importante de los indígenas desde Argentina fortaleció y estimuló las acciones mapuches en Chile.




      Correspondió al coronel Gregorio Urrutia, al mando del ejército de la frontera a partir de marzo de 1881, poner término al control de la situación. Además de los enfrentamientos con los indígenas, los soldados tuvieron que efectuar trabajos de obras públicas como abrir caminos, construir puentes, instalar cables telegráficos, etcétera. El precio pagado por los indígenas fue muy alto. Centenares murieron y quedaron sometidos al Estado chileno en calidad de campesinos minifundistas. De ahí que uno de los propios indígenas, Lorenzo Colimán, afirmara que: «Lo que hemos conseguido con la civilización que dicen que nos han dado es vivir apretados como el trigo en un costal».




      Para la década de 1880 la estructura de la clase dirigente había sufrido transformaciones importantes, en relación a la que apoyó al régimen establecido por Portales. A los hacendados provenientes de la estructura económica colonial se agregaron mineros del cobre, de la plata y del salitre, como también agricultores modernos como Josué Waddington. Otra vertiente social relevante la conformaron descendientes de extranjeros, cuyos apellidos han pasado a constituir parte importante de la historia política nacional (Mac-Iver, Walker Blest, Mackenna, etcétera). Esta modificación necesariamente debía reflejarse en cambios de mentalidad y de posicionamiento político en virtud de su mayor poder económico que, por cierto, era un aspecto importante dadas las características del medio político en donde las campañas se decidían fundamentalmente con recursos monetarios.




      La evolución y transformación de la aristocracia se expresó de diversas formas. Durante la década de 1870, de acuerdo a la percepción de Gonzalo Vial, se habría producido una crisis de la unidad nacional, que se manifestó específicamente en el comportamiento de un sector de la aristocracia santiaguina frente a la religión católica. A partir de 1825, surge una «generación incrédula», que se identificó con una posición de rechazo o al menos de crítica frente al papel de la Iglesia católica. La enseñanza y las prácticas religiosas se habían transformado en una simple rutina expresada en prédicas monótonas y sin mucho contenido. Por otro lado, la intervención de la Iglesia en el escenario político con posturas consideradas retrógradas contribuyó a que el distanciamiento fuera más explícito. Igualmente, las influencias recogidas de Europa, especialmente en Francia, estimulaban una vida sin trabas y con todas las licencias a fin de disfrutar al máximo. A ello se agregaba, además, el respeto al desarrollo científico y filosófico que se identificaba con posturas liberales y críticas frente a la Iglesia.




      El planteamiento de Domingo Santa María era muy elocuente en cuanto a los fundamentos que esgrimía para discrepar de la Iglesia y que, por lo demás, representaban a un amplio sector dirigente. Al respecto, el mandatario escribió en 1885:




       




      He combatido a la Iglesia, y más que a la Iglesia a la secta conservadora, porque ella representa en Chile lo mismo que el partido de los beatos y pechoños, la rémora más considerable para el progreso moral del país. Ellos tienen la riqueza, la jerarquía social y son enemigos de la cultura. La reclaman pero la dan alentando a las conciencias en el sentido de la servidumbre espiritual y de las almas. Sin escrúpulos de ninguna clase, han lanzado a la Iglesia a la batalla para convertir una cuestión moral, una cuestión de orden administrativo, una cuestión de orden político, en una cuestión de orden religioso.




       




      Para Alberto Edwards, sin embargo, el presidente Santa María era un genuino representante de las tradiciones sociales y políticas del viejo Chile. Su culto a la autoridad y el sentimiento aristocrático constituían la armazón de su carácter, sin que por ello careciera de la habilidad y capacidad para adaptarse a los cambios de los tiempos. Pudo enfrentar un periodo de transición sin mayores sobresaltos ayudado sin duda por el hecho de dirigir a un país victorioso y próspero, que permitió al Estado contar con ingentes recursos, lo cual impactó directamente en la estructura de las fuerzas políticas existentes. Su fuerte autoritarismo, que justificaba el intervencionismo electoral como un mecanismo de necesario control del Congreso, se manifestó muy pronto en la elección parlamentaria que se produjo a los pocos meses de obtener la primera magistratura (marzo de 1882).




      Santa María, que asumió como presidente de la República en septiembre de 1881, enfrentó de inmediato el conflicto pendiente, creado con el nombramiento de Francisco de Paula Taforó en reemplazo del fallecido arzobispo Valdivieso en 1878, por cuanto, debido a las presiones del Partido Conservador, la Santa Sede no se pronunció enseguida en cuanto a la ratificación de la decisión presidencial. Recién, a fines del año 1882, lo hizo y rechazó el nombramiento por consejo del delegado apostólico monseñor Celestino del Frate, quien había sido enviado por el papa León XIII para que analizara la situación in situ. Tal determinación papal provocó la ruptura de las relaciones diplomáticas con el Vaticano y el inmediato abandono del país por parte del delegado apostólico. Aunque este tema no fue solucionado sino durante el gobierno de Balmaceda, con el nombramiento de Mariano Casanova, Santa María buscó mecanismos para no romper del todo los vínculos con la Santa Sede y pensando, al parecer, en las ventajas políticas que aún conservaba la subsistencia del patronato mantuvo relaciones confidenciales con Roma.




      La coyuntura presentada estimuló a los liberales a adoptar medidas concretas en procura del laicismo perseguido. Es por esto por lo que en agosto de 1883 se legalizaron los cementerios públicos, lo que marginó a la Iglesia católica del control de éstos y provocó reacciones tragicómicas entre algunos sectores religiosos, como llevar de forma secreta cadáveres a las iglesias y llenar los ataúdes que iban al cementerio con piedras. Otra de las reacciones que acarreó la Ley de Cementerios Laicos fue que algunas personas, inducidas por el clero, trasladaron a sus deudos desde el Cementerio General a las iglesias, lo que determinó que se decretara el 24 de julio de 1884 la suspensión de exhumaciones, en tanto la Facultad de Medicina señalaba las medidas que debían adoptarse y las reglas a las que debían adaptarse tales acciones. La Iglesia reaccionó suspendiendo el ejercicio del culto en la capilla de los cementerios estatales y prohibiendo a los párrocos otorgar pases para los cementerios no católicos y la sepultura de cadáveres con el rito y preces de la Iglesia católica. Sólo en 1890 se zanjó este entredicho cuando se autorizó, por decreto fechado el 20 de julio, la celebración de misas y demás ceremonias católicas en el Cementerio General de Santiago. El 24 de ese mes se dijo la primera misa por el presbítero Juan Achurra.




      Un paso siguiente fue establecer el matrimonio civil mediante la ley del 16 de enero de 1884, con la cual se validó legalmente sólo el matrimonio civil, aunque se dejaba libertad a los cónyuges para casarse según los requisitos establecidos por la religión a la que pertenecieren. Luego se legisló, en agosto de ese año, el registro de nacimientos, matrimonios y defunciones en un organismo estatal. Surgió así la institución del Registro Civil.




      No fue fácil que la sociedad acatara de inmediato las disposiciones gubernamentales, y así quedó reflejado en las estadísticas por cuanto se perciben evidentes distorsiones en los registros luego de dictadas las nuevas leyes. Los matrimonios registrados en las iglesias fueron de 17.259 y 17.873 para los años de 1883 y 1884 y para los sucesivos de 1885, 1886 y 1887 fueron 5.120, 5.985 y 6.998 respectivamente, lo que deja en evidencia la disminución que se produjo, y que obviamente no fue consecuencia de una disminución de los vínculos matrimoniales. Un impacto directo en la sociedad de este incumplimiento legal se produjo en el incremento de los hijos ilegítimos, ya que a los hijos que no nacieron de padres que realizaron su matrimonio civil no se les reconoció su legitimidad. Igualmente, se produjeron irregularidades, como la realización de matrimonios religiosos múltiples, cuyas consecuencias sólo eran de carácter moral por cuanto quedaban desde el punto de vista legal en la absoluta impunidad. Cabe señalar que para comienzos del siglo XX la ilegitimidad era aproximadamente del 40 por ciento.




      Luego de estas reformas, los sectores liberales intentaron avanzar en procura de una definitiva separación de la Iglesia y el Estado; sin embargo, el propio presidente Santa María frenó los impulsos, sosteniendo que no era conveniente comprometer los avances logrados, y propuso, en cambio, estrategias moderadas y respetuosas del derecho, que evitaban posturas extremas que pudieran amenazar los logros alcanzados.




      Entre los enemigos responsables de las reformas, la Iglesia identificaba a la masonería. En referencia a esta institución, León XIII expidió una encíclica el 20 de abril de 1884 que condenaba su gestión y recomendaba a los católicos abstenerse de leer periódicos irreligiosos y de tratar a personas sin religión. En Chile, el vicario capitular de Santiago recogió la demanda papal y, a través de un edicto fechado en octubre, comentó y amplió la encíclica en función del conflicto que en ese momento se vivía en el país. Hacía notar la influencia de la masonería en las instituciones públicas, su capacidad propagandística y su nefasta posición de separar la Iglesia del Estado.




      La gestión de Santa María no obtuvo el reconocimiento correspondiente a los logros obtenidos. Sin embargo, es importante rescatar que tanto la conducción que le dio al último periodo bélico como el orden financiero que logró al final de su mandato constituyen logros relevantes que posicionaron al país en un lugar destacado dentro del contexto americano. Primó en las críticas de la época la relevancia que se le dio a sus defectos y limitaciones, como fue el caso de su acentuado autoritarismo. Esta característica que antaño fue virtud, entonces la élite política, que ya estaba enfocada en un proceso irreversible por concentrar el poder en el Parlamento, la sintió en la extrema dureza de sus juicios y la falta de gratitud hacia hombres y partidos a quienes no siempre trató con deferencia. Otro de los cargos que se le imputaron fue su ilimitado intervencionismo en las elecciones. En 1882 y 1885 logró construir un Parlamento acorde a su posición; sometió a su arbitrio a la mayoría y atacó a sus adversarios sin mayores miramientos. Similar actitud aplicó en la elección presidencial al imponer a Balmaceda y lograr el retiro del candidato opositor, José Francisco Vergara.




      Para Santa María tales características eran necesarias a fin de lograr una buena gestión. Por ello, él mismo se reconocía como interventor y lo justificaba por la necesidad de contar con un Parlamento eficiente, disciplinado y colaborador en los objetivos de bien público del gobierno. Igualmente, frente al autoritarismo, afirmaba que el ejercicio del poder debía contar con una voluntad fuerte, directora y creadora del orden y de los deberes ciudadanos por cuanto la ciudadanía era inconsciente y «es necesario dirigirla a palos».




      Cuando en 1886 José Manuel Balmaceda asume la presidencia, las condiciones del país en lo económico eran muy promisorias en virtud de los ingentes recursos que el Estado estaba recibiendo de forma creciente como consecuencia de la tributación obtenida por las exportaciones salitreras. Si se agrega la experiencia y la capacidad política de Balmaceda, se podía suponer un periodo presidencial de desarrollo económico y de estabilidad política. Sin embargo, las transformaciones sociales e ideológicas habrían de modificar de modo sustantivo el escenario político pese a los importantes logros que se alcanzaron en el plano material, especialmente reflejado en las obras públicas.




      Entre las primeras acciones de Balmaceda destaca la reiniciación de las relaciones con la Santa Sede, con la que llegó a un acuerdo para nombrar como arzobispo a Mariano Casanova, quien disfrutaba de un gran prestigio por sus capacidades intelectuales y flexibilidad para tratar los problemas, atributos que supo aplicar apropiadamente en el ejercicio de su cargo arzobispal, que inició a fines del año 1886. Dentro de las obras llevadas a cabo durante su gestión se cuentan la restauración de la catedral, el mejoramiento de los seminarios, la fundación de 32 parroquias y la creación de la Universidad Católica de Chile.




      Interesado Balmaceda en impulsar la modernización del país, se propuso llevar a cabo un gran proyecto de desarrollo en obras públicas para lo cual creó, en 1887, el Ministerio de Obras Públicas, que tuvo como tarea generar una importante infraestructura para la educación, la administración, el desarrollo agrícola, las comunicaciones y el transporte. Surgieron así obras, establecimientos educacionales, puentes, diques, canalizaciones, viaductos, edificios para la Administración pública, un mejoramiento de las comunicaciones, etcétera. Para 1890, este ministerio gastó sobre un tercio del presupuesto de la nación.




      Con la idea de lograr la unión de los grupos liberales conformó su primer Gabinete, con personalidades destacadas al margen del ámbito político que tenían cierta independencia de las facciones existentes, como era el caso de Eusebio Lillo en Interior y Joaquín Godoy en Relaciones Exteriores. Los otros ministros, como Agustín Edwards (Hacienda) y Pedro Montt (Justicia) pertenecían al Partido Nacional, en el que el presidente encontraba mayor afinidad en su proyecto. El último integrante del Gabinete era Evaristo Sánchez Fontecilla (Guerra y Marina) quien tampoco representaba a ninguna tendencia identificable.




      La repetición de elecciones municipales en Santiago y Putaendo, realizadas en noviembre de 1886, dejaron en claro la intencionalidad del gobierno de defender la libertad electoral. Salió vencedora la alianza conservadora-liberal disidente y la prensa capitalina de distintas posiciones políticas coincidió en los elogios, especialmente orientados hacia el ministro Lillo.




      Sin embargo, las ambiciones políticas de los diversos grupos en pugna poco tiempo se demoraron en procurar la caída de este primer Gabinete, que sólo duró dos meses pese a la aprobación que había logrado de parte de la ciudadanía y de los propios políticos. El pretexto utilizado fue la elección de la mesa de la Cámara de Diputados, en donde se confabularon diversos grupos opositores y supuestos aliados del gobierno para evitar que se eligiera a los candidatos del gobierno. Ante la situación, Lillo renunció, y sostuvo que su interés en participar era para administrar pero no para hacer política. Un nuevo ministerio, encabezado por el liberal Carlos Antúnez, fue rápidamente vetado en virtud de la participación que éste había tenido como ministro de Santa María en las intervenciones llevadas a cabo en las elecciones de 1885. A este segundo Gabinete, que sucumbió en junio de 1887, le correspondió enfrentar la epidemia de cólera y dejar promulgada la ley que reorganizó los ministerios y los aumentó a siete, que estaban a cargo de seis ministros. Los ministerios de Guerra y Marina quedaron a cargo de un ministro.




      La alarma de la propagación del cólera desde Argentina produjo que el 4 de diciembre de 1886 se determinara cerrar las fronteras en Uspallata; sin embargo, las dificultades para controlar los múltiples pasos clandestinos permitieron que finalmente la epidemia llegara al país y se propagara rápidamente. Las limitaciones sanitarias hicieron muy difícil su enfrentamiento pese a los esfuerzos. Cerca de 30.000 personas fueron las víctimas mortales que se registraron en todo el país.




      El tercer Gabinete asumió el 28 de junio, liderado por el liberal Aníbal Zañartu, y le correspondió sacar adelante una nueva Ley de Municipalidades, que se promulgó el 27 de agosto de 1887 y cuya principal característica fue el otorgamiento de mayor independencia en lo administrativo a las municipalidades, especialmente en el manejo de su presupuesto. Por otro lado, en diciembre se promulgaron algunas reformas constitucionales: entre las más importantes estaban la supresión del artículo que fijaba los límites territoriales, la extensión del sufragio a mayores de 21 años, la restricción de miembros de la Cámara de Diputados a un miembro por cada 30.000 habitantes y fracción que no bajara de 15.000, la abolición de diputados y senadores suplentes y la autorización del registro permanente de electores.




      Las elecciones parlamentarias de 1888 ratificaron el control electoral que poseía el presidente a través de la influencia que ejercía por medio de todo el aparato público. Si bien no se aplicaron los métodos coercitivos propios de la época de Santa María —en cuyo gobierno, tras las elecciones, quedaron decenas de muertos y heridos—, se supo controlar la situación al gusto del gobierno, y se elegían a los que éste deseaba y en los lugares que se estimaba conveniente.




      En abril de 1888, un conflicto entre el presidente y Zañartu determinó la renuncia del ministro, quien fue reemplazado por Pedro Lucio Cuadra, lo cual no constituyó ningún problema para la facción que le apoyaba; sin embargo, la distribución de las otras carteras generó conflictos serios entre los grupos gobiernistas, que sancionaron el fracaso de la unidad liberal. Para muchos analistas éste fue el comienzo de la crisis. Se frustró así la idea de Balmaceda de unificar a los liberales en torno al presidente de la República y de un ideal común que no dejara espacio al caudillismo y al consecuente fraccionamiento. La etapa siguiente fue un proceso evolutivo hacia el enfrentamiento entre el gobierno y la oposición.




      De inmediato le correspondió al nuevo Gabinete enfrentar un serio conflicto social liderado por el recién fundado Partido Demócrata (1887). Como consecuencia del alza en la tarifa de los tranvías se convocó un mitin para el 29 de abril, que terminó con serios disturbios e incendios de carros y con gran parte de la directiva del partido involucrada en prisión.




      Balmaceda, con el propósito de atraer a la opinión pública realizó, durante este periodo, una gira por diversas ciudades del sur del país, en la que inauguró obras y pronunció encendidos discursos que llamaban a la población a unírsele en su gestión de servicio acorde a como lo había establecido en su programa. La difusión y teatralidad que impregnaron estas visitas hicieron que su recuerdo perdurara durante mucho tiempo en la ciudadanía. Fue a Talca para participar en un baile ofrecido en su honor y a Chillán para inaugurar un monumento a Bernardo O’Higgins, héroe de la independencia.




      Un incidente que provocó la salida del exmandatario Domingo Santa María de la presidencia del Senado determinó la caída del cuarto ministerio, lo que dejó como ministro del Interior a Ramón Barros Luco. Continuando con su deseo de establecer cercanía con la ciudadanía, el presidente, en marzo de 1889, se dirigió al norte del país. Fue la ocasión en la que pronunció un discurso en Iquique sobre la necesidad de que inversionistas nacionales incursionaran en la explotación salitrera a fin de evitar la monopolización en manos de capitalistas extranjeros. Su preocupación se basaba en la gran concentración de poder económico del británico Thomas North en la provincia de Tarapacá, que fundamentalmente se expresaba en el dominio de oficinas salitreras y de servicios públicos. De ahí que Balmaceda hiciera especial referencia también a la necesidad de que el Estado controlara la explotación de los ferrocarriles.




      Si bien algunos historiadores han dado una extraordinaria importancia a los viajes realizados por Balmaceda a la provincia, su impacto y consecuencias en la política local de la época fueron poco significativos. La evolución de las fuerzas políticas en el Parlamento iba en directo perjuicio para el presidente. A mediados de 1889 había perdido el apoyo del Senado y la Alianza, identificada como «Cuadrilátero», entre dos grupos liberales con los nacionales y radicales, ponía en peligro el control de la Cámara de Diputados. El presidente logró retrasar tal situación modificando el Gabinete, que sólo duró dos semanas, ya que el incremento de los liberales opositores finalmente provocó la pérdida del control de la Cámara Baja por parte del presidente. Para fines de 1889 la situación era muy negativa para el Ejecutivo, por cuanto no controlaba ninguna de las ramas del Legislativo y su popularidad había sufrido un fuerte descenso, que era hábilmente capitalizada por los sectores opositores.




      Los fallidos intentos por aproximarse a los conservadores y la renuncia a apoyar la candidatura de Juan Luis Sanfuentes a la presidencia fueron las acciones políticas llevadas a cabo por Balmaceda, durante los primeros meses de 1890, a fin de aplacar la disidencia. Los duros ataques al intervencionismo por la manifiesta preferencia presidencial por Sanfuentes habían encendido fuertemente los ánimos opositores, que en sus cuatro puntos programáticos incluían la prescindencia absoluta del presidente de la República y de sus agentes en las contiendas electorales. El ambiente político fue aumentando su tensión a través de la prensa, como también a través de la organización de reuniones públicas que terminaban en enfrentamientos y exacerbaban aún más los ánimos. El lenguaje utilizado fue cayendo en injurias mutuas, que fueron en aumento con el transcurso del tiempo. Por otro lado, se agregaron algunos problemas con el ejército, que fueron solucionados oportunamente con el alejamiento del sector de la oficialidad disidente.




      El rechazo del presidente de la República a la censura de un nuevo gabinete ministerial provocó, en junio de 1890, como reacción del Congreso, el aplazamiento de la discusión de la ley para el cobro de las contribuciones, lo que se traducía en que desde el 1 de julio no se tenían recursos para pagar a las fuerzas armadas y a los empleados públicos.




      En julio se abrió un nuevo frente de conflictos al iniciarse en Iquique una serie de huelgas de jornaleros, que luego se propagaron a otros centros portuarios como Antofagasta y Valparaíso. Estas manifestaciones terminaron en actos de violencia, en los que no estuvo ausente el aliento opositor. También los estudiantes universitarios hicieron su aparición en escena, y manifestaron su descontento con el régimen con actos que determinaron la clausura de la Universidad de Chile.
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